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Guía para la confección de la Decisión Inicial en procedimientos de excepción, art. 3 de la Ley General de Contratación Pública y arts. 4 y 15 de su reglamento “Reparaciones Indeterminadas”.
El objetivo de la presente guía, es brindarle a la persona usuaria las pautas a seguir para confeccionar y desarrollar el oficio de decisión inicial para el procedimiento de excepción, de conformidad con lo establecido en el art. 3 inciso j), de la Ley General de Contratación Pública (LGCP) y arts. 4 y 15 de su reglamento; para que este pueda suplir la información necesaria con el propósito de dictar el acto de inicio para aquellas reparaciones que las oficinas requieran ejecutar bajo esta excepción.
En virtud de lo anterior, el oficio de decisión inicial que se remita y que no se ajuste a lo descrito en la presente guía se determinará como no válido para lograr respaldar la contratación, y por tanto será devuelto para que sea corregido.

Conceptos 

· Procedimientos de Excepción: Los procedimientos de excepción son aquellos que se pueden emplear solamente cuando existe una norma que nos permite apartarnos del procedimiento ordinario, siempre y cuando se cumplan con una serie de supuestos que indican que lo más conveniente es realizar un procedimiento distinto a los usuales, ya que sólo de esta forma podría conseguirse el fin público.

· Artículo 15 del RLCP “Reparaciones indeterminadas. Se exceptúan de los procedimientos ordinarios las reparaciones indeterminadas, siempre y cuando para determinar los alcances de la reparación sea necesario el desarme de la maquinaria, los equipos o los vehículos y la contratación no pueda realizarse por medio de procedimientos ordinarios en los que la Administración haya precalificado de forma abierta a talleres idóneos.

Para la aplicación de esta excepción, cuando se trate de casos calificados y de no existir un registro de oferentes precalificados como resultado de una licitación, se deberá contar con la autorización del jerarca de la institución o de quien éste haya delegado y verificar la solvencia técnica del taller acreditado, su eficiencia y responsabilidad, sobre la base de un precio alzado, o bien, de estimación aproximada del precio, para su oportuna liquidación a efectuar en forma detallada. En todo caso, se deberán establecer los mecanismos de control interno adecuados, tales como, la acreditación de la razonabilidad del precio, la recuperación de las piezas sustituidas, la exigencia de las facturas originales de los repuestos, todo lo cual deberá ser verificado por personal técnico competente, además de cumplir con los parámetros previamente establecidos a lo interno de cada entidad.

Esta excepción excluye cualquier reparación que sea conocida en todos sus alcances de previo a la contratación, supuesto en el cual se conoce de antemano el defecto, su localización y la forma de repararse.

La Administración debe verificar que el precio sea razonable y realizar una efectiva fiscalización del contrato.”
Es importante, que la oficina usuaria previamente a la utilización de esta excepción verifique que no exista un registro de oferentes precalificados como resultado de una licitación para el tipo de reparación que se va a requerir, caso contrario, no aplicará la excepción indicada.

· Taller acreditado: es un taller que ha sido evaluado y certificado por una entidad de acreditación para demostrar que cuenta con los conocimientos, habilidades y equipos necesarios para llevar a cabo reparaciones y mantenimiento en equipos, vehículos y maquinarias en cumplimiento con los estándares técnicos requeridos.
· Hecho generador: Es el momento en que se identifica la causa que motiva el uso de la figura de contratación por excepción por parte de la Administración. 
· Indeterminado: Que no tiene características claras y precisas, por tanto no define si señala con precisión algo.
Requerimientos generales del uso de la excepción:
A continuación, y de conformidad con lo establecido en los artículos N°37 y N°38 (LGCP) y N°86 y N°87 de su reglamento se detallan los apartados que se deben incorporar en la decisión inicial en su respectivo orden: 
1.  Justificación de la procedencia de la contratación:
Deberá detallarse ampliamente la necesidad de la reparación que se presenta y los factores que determinan el hecho generador que motiva la utilización de la figura de excepción como la mejor opción para satisfacer la necesidad de la Administración.

Se deben argumentar con claridad porqué los alcances de la reparación son indeterminados e imprescindibles. 
Además, deberá detallar con claridad cuáles son los objetivos tanto del Plan Estratégico del Poder Judicial como del Plan Anual Operativo (PAO) de la oficina usuaria, que están relacionados con el trámite de dicha contratación. 
Por otra parte, conforme lo que establece el artículo 15 del RLGCA, es obligación de las oficinas usuarias valorar dentro de las necesidades de reparación que ordinariamente deben atender, la gestión ante el Depto de Proveeduría de contratos de precalificación de talleres idóneos que permitan disponer de los servicios contratados mediante trámites ordinarios, de forma tal que en la medida de lo posible no se tenga que optar por aplicar la excepción referenciada, por tanto deberán tomarse las previsiones correspondientes para que a la brevedad se gestionen los procedimientos de contratación necesarios para disponer de esta modalidad, caso contrario en todos aquellos casos en los que no se disponga de un contrato de precalificación deberá en este apartado explicarse ampliamente las razones que motivan la no disposición de este y las gestiones que se están realizando para obtener uno; en caso de que la reparación corresponda a un trámite muy calificado donde no aplique disponer de previo de un contrato de precalificación o de servicio continuado de mantenimiento preventivo y correctivo así se deberá justificar y motivar, lo anterior como requisito indispensable para optar por la aplicación de la excepción, esto conforme lo autorización suscrita por la jefatura de la oficina responsable de la gestión de contratación.
Es importante recordar que para todas las actuaciones que se realicen durante la elaboración de estos estudios previos se debe tener presente el alcance y afectación de las sanciones que introduce al respecto la Ley General de Contratación Pública, en su artículo 125 inciso d) sub inciso ii) e iii); inciso i), l), m) y t). 

Ejemplos uso de excepción:

	Caso
	Aplica
	No aplica

	Silla ergonómica con rodines dañados.
	Cuando se debe desarmar para identificar el daño, como por ejemplo cuando la silla no mantiene la altura regulada adecuadamente, siempre y cuando se convierta en indeterminada y la solución no se pueda identificar de antemano a su desarme.
	Se logra evidenciar el daño que presenta la silla, el cual no requiere desarme para identificar el problema, por ejemplo, el cambio de rodines. 

	Planta eléctrica en mal estado (sin contrato de mantenimiento).
	Cuando no es posible determinar a simple vista el fallo y requiere la valoración técnica y desarme para determinar el alcance de la reparación. 
	Cuando se debe realizar cambio de filtros, aceites (mantenimiento preventivo regular) etc., el cual además se programa con antelación.

	Ventilador en mal estado.
	Cuando se requiere abrir el equipo, pues tiene un daño eléctrico y no se puede identificar a simple vista.
	Por ejemplo, se evidencia que el aspa u otra pieza visible se encuentra quebrada y se requiere su sustitución y no se requiere intervención adicional que pueda provocar indeterminación. 


2. Estudios previos que motivan el inicio de los procedimientos:

El objetivo de este apartado es que la oficina usuaria explique ampliamente todos los estudios previos que realizó para determinar la viabilidad del requerimiento, la definición de las especificaciones y el establecimiento del presupuesto final de la reparación que pretende contratar. 

Se debe considerar que el detalle de la explicación de los estudios previos que se debe incorporar en el desarrollo de este apartado debe acreditar la existencia de investigaciones que demuestren que los objetivos del proyecto de contratación serán alcanzados considerando los siguientes elementos esenciales: 

Eficiencia: Para determinar la eficiencia del proyecto, la oficina responsable de la gestión de contratación deberá valorar el costo beneficio de modo que se dé la aplicación más conveniente de los recursos asignados. 

Seguridad razonable: será determinada una vez considerados los riesgos asociados a la contratación, y éstos sean analizados y evaluados para adoptar las medidas pertinentes de administración de riesgos. 

En virtud de lo anterior, y como parte de los estudios previos en este apartado es indispensable desarrollar lo siguiente:

a) La oficina usuaria, debe explicar la logística que utilizó para determinar el planteamiento de la necesidad que debe cubrir, de forma tal que aborde con claridad la razón por la cual logró determinar que la reparación es indeterminada y que  requerimientos técnicos definidos son los idóneos para cumplir con los objetivos de la Administración; entiéndase por especificaciones idóneas, aquellas características con las cuales la oficina usuaria logra satisfacer su necesidad a pesar de que puede ser que en el mercado existan otras alternativas.

b)
Además, se debe aportar el Informe de estudio de mercado y la razonabilidad del precio conforme se detalla a continuación.
2.1
Estudios de Mercado
El estudio de mercado se confecciona con el propósito de que la oficina usuaria pueda identificar el alcance de la reparación que se debe contratar, los oferentes existentes y potenciales, las tendencias de los precios en el transcurso del tiempo, las diferencias en precios, los costos y otras variables competitivas. 

Por las razones expuestas anteriormente, en este apartado la oficina deberá desarrollar un “Informe de estudio de mercado” que recopile el estudio e investigación que realizó para escoger al proveedor que estará brindando el servicio de reparación, para lo cual debe haber realizado una investigación para determinar las posibilidades que le brinda el mercado para atender la necesidad que se le presenta, para lo cual deberá verificar la existencia de proveedores a nivel nacional y según sea el caso internacional, con posibilidad de cumplir con sus necesidades de contratación; como parte de este proceso de verificación cuando corresponda el técnico o funcionario responsable deberá verificar las condiciones físicas que dispone el potencial oferente para albergar y custodiar los bienes que son propios de la institución, que fueron adquiridos con fondos públicos y que se le estarán poniendo a disposición por un espacio de tiempo determinado para su debida reparación

Por otra parte, la oficina usuaria responsable de la gestión de contratación deberá determinar la necesidad de que el oferente deba contar con algunos requerimientos adicionales para asegurar un adecuado servicio, tales como: la póliza de responsabilidad civil, pólizas de riesgo, permisos de funcionamiento, maquinaria especializada, entre otros. 
Adicionalmente y conforme lo establece el artículo 15 del RLGCP, el taller u oferente escogido para realizar la reparación debe ser uno que cuente con la acreditación respectiva, según sea el caso, para brindar el servicio que se pretende contratar, para lo cual será necesario que previo a contratar se verifique su competencia técnica para brindar el servicio, su experiencia en el ramo, así como la de los profesionales y/o técnicos que pone a disposición para realizar los servicios de reparación requeridos, de forma tal que con base en esto la oficina pueda verificar la solvencia técnica del taller acreditado, su eficiencia y responsabilidad. 
Partiendo de lo anterior, será necesario que en este apartado se explique ampliamente como se determinó que el taller u oferente recomendado para que atienda la reparación cumple con esa acreditación y por tanto tiene la solvencia técnica para atender la reparación encomendada, caso contrario las diligencias no serán de recibo.
Lo anterior resulta indispensable para que el Proceso de Adquisiciones y las Administraciones Regionales puedan iniciar con el trámite de la contratación y se logre su oportuna ejecución, de una forma eficiente y eficaz para el logro de los objetivos institucionales, conforme las nuevas disposiciones establecidas en la Ley General de Contratación Pública y su respectivo reglamento.

El informe del estudio de mercado debe aportarse en forma obligatoria, como documento adjunto al oficio de Decisión Inicial, por lo que se constituye en un requisito indispensable para iniciar la tramitación de los procesos de contratación. 
2.2
   Razonabilidad del precio a cotizar:

El estudio de razonabilidad de precios es un análisis que debe efectuarse a la o las ofertas presentadas a concurso; mediante este estudio debe establecerse con toda certeza que el precio cobrado es justo, razonable y acorde a los existentes en el mercado para servicios de igual naturaleza.
Es importante que los centros gestores tengan claro que uno de los objetivos del establecimiento de la razonabilidad del precio, es la determinación del presupuesto que se requiere para atender la reparación que se pretende contratar, por lo tanto, deben de contar con el contenido presupuestario suficiente para atender el gasto que se defina en el estudio de mercado.
Por tanto, partiendo de que en este caso lo que se pretende aplicar es una excepción en donde se parte del principio de que el oferente que se debe contratar ha sido preelegido por la oficina usuaria como resultado de una verificación del mercado disponible, en este apartado la persona o técnico responsable deberá justificar de manera clara y objetiva que el precio cobrado por el oferente para la reparación, conforme los alcances del daño que se pretende atender es razonable, para lo cual debe demostrar que ha realizado todos los esfuerzos necesarios para garantizar que el precio ofertado es el adecuado y acorde con las condiciones del mercado y que además se ajusta al servicio por adquirir, lo anterior partiendo sobre la base de un precio alzado, o bien, de una estimación aproximada del precio, la cual conforme se defina en el pliego de condiciones deberá disponer de una oportuna liquidación que se debe efectuar en forma detallada.
Partiendo de lo anterior, en las diligencias que se remitan debe detallarse los alcances que se deben incorporar en el pliego de condiciones para efectos de que se pueda realizar la verificación de estos aspectos.
Adicionalmente, y como parte del acto motivado que determina el alcance de la razonabilidad del precio pretendido, la oficina usuaria y/o técnico responsable debe indicar qué parámetros o elementos utilizó para determinar que el precio a pagar se determina como razonable, y cual metodología utilizó para llegar a esa conclusión. 
Se aclara, que NO se aceptarán como criterios de justificación aquellos que hagan alusión a la experiencia o costumbre, pues el establecimiento de la razonabilidad debe ser un procedimiento diseñado con base en la ciencia y la técnica y como tal debe ser motivado y ampliamente razonado.
Es importante que, para realizar este análisis, se considere el costo-beneficio de la inversión que se va a realizar en la reparación que se pretende contratar, ya que en algunas ocasiones el valor de la reparación supera el valor real y actual del activo, por tanto, es necesario que se incorpore dentro del análisis que se vaya a realizar este aspecto para que se pueda establecer el beneficio que tendría la institución al realizar la reparación vs el costo que implica el servicio. 
Se reitera que NO será de recibo el aporte de la razonabilidad del precio sin que este sea apoyado en la aplicación de una metodología de análisis que justifique su definición, razón por la cual todas las gestiones que ingresen en estos términos serán devueltas sin trámite.
Por otra parte, se aclara que, el detalle sobre el alcance de la razonabilidad del precio deberá incluirse en el “Informe de Estudio de Mercado” mencionado inicialmente, el cual además deberá adjuntarse como un documento anexo al oficio de Decisión Inicial.
Partiendo de lo anterior, debe tenerse presente que la comparación y verificación de requisitos técnicos, así como la escogencia del oferente del servicio y demás términos contractuales que se requieran para tramitar la reparación, son responsabilidad absoluta de la persona encargada del informe de estudio de mercado; por lo que, tanto la Proveeduría como las Administraciones Regionales entenderán que, la información aportada en este ha sido revisada y analizada adecuadamente por la oficina usuaria, conforme a los requerimientos planteados para satisfacer la necesidad, amparados al Principio de Integridad definido en el artículo 8 inciso a) de la LGCP.

Adicionalmente, conforme lo establece La Ley General de Contratación Pública y su reglamento, es necesario que el “Informe de Estudio de Mercado”, sea suscrito por la persona funcionaria competente que asuma la responsabilidad por el análisis llevado a cabo y los resultados obtenidos.

Por último, se reitera que se debe tomar en cuenta que para todas las actuaciones que se realicen durante la elaboración de estos estudios previos se debe tener presente el alcance y afectación de las sanciones que introduce al respecto la Ley General de Contratación Pública, en su artículo 125 inciso d) sub inciso ii) e inciso l), m) y t). 
3. Especificaciones y características del servicio:

En este apartado se requiere que la oficina usuaria realice una descripción general de la reparación que se debe contratar, estas especificaciones deben contar con el aval del ente técnico respectivo, por tanto, es necesario que se aporte, cuando corresponda, el documento que respalda ese criterio, el cual se debe adjuntar al oficio de Decisión inicial como parte de los documentos que respaldan la contratación.
Es indispensable que en el oficio de decisión inicial las especificaciones y demás requerimientos técnicos aportados por la oficina sean los correctos y definitivos; por tanto, con el fin de evitar devoluciones derivadas de la falta de claridad o certeza en la información que se deba incorporar al pliego de condiciones, se requiere que la oficina desarrolle este apartado considerando solo una de las siguientes opciones, a saber: 

1-Detallar las especificaciones y demás requerimientos técnicos, directamente en el oficio de decisión inicial como parte del desarrollo de este apartado.
2- Si la oficina dispone del detalle de las especificaciones técnicas y demás requerimientos técnicos en un documento independiente, podrá adjuntarlo como un anexo al oficio de Decisión Inicial que presente ante esta Proveeduría o la Administración Regional, y en este punto deberá indicar únicamente que las especificaciones y requerimientos técnicos están en el anexo, sin incluir las mismas en el desarrollo de este apartado.

4. Entrega del servicio:

Deberá indicarse el plazo de entrega que se requiere, el cual deberá describirse en días hábiles. 
Para la revisión y recepción definitiva del servicio adjudicado, es necesario que la oficina usuaria indique quién va a realizar la revisión definitiva del servicio, sea el personal técnico especializado encargado de esta labor, para lo cual se debe indicar el nombre, puesto que desempeña, correo electrónico y teléfono para contactarlo para la coordinación correspondiente.

Se debe considerar que la oficina que gestione el servicio debe contar con el recurso humano para constatar la debida recepción del objeto, de lo contrario estará sujeta a la aplicación de sanciones conforme lo que establece la Ley General de Contratación Pública en su artículo N°125, inciso d), sub inciso iii).
5. Cláusula Penal y/o Multas:

En este apartado se debe indicar claramente la cláusula penal y/o multa que se estará aplicando para la contratación, para lo cual se deberá aportar como un anexo al oficio de Decisión Inicial su desarrollo y justificación, por lo que se deberán considerar los lineamientos establecidos en la Circular N°9-2023: “Guía para el análisis y planteamientos de las Cláusulas Penales y/o Multas para los procesos de contratación pública que se tramiten a partir del presente ejercicio presupuestario”. 
Por último, es importante recordar que definir una cláusula penal y/o una multa para una contratación no es un proceso obligatorio en todos los casos, ya que la oficina responsable de la contratación tiene la discrecionalidad de tomar la decisión de no establecer este tipo de sanción, sin embargo, en caso de que opte por esta posibilidad, deberá justificar ampliamente la decisión en este apartado y explicar con argumentos demostrables que no existirá o que no identifica afectación o daño a la institución en caso de que se presente un posible incumplimiento; por el momento su incorporación será obligatoria para todos aquellos procesos superiores a los 2 millones de colones.
6. Estimación actualizada del costo del objeto y disponibilidad presupuestaria:
En este apartado se debe indicar claramente, cual es la estimación del objeto contractual y con base en qué se realizó dicha estimación.
En caso de que el objeto contractual, esté integrado por varias líneas, se debe indicar claramente la estimación por línea y la estimación total de la contratación. 

Se debe indicar el código del artículo (tanto el de SIGA-PJ como el homólogo de SICOP: código de clasificación y código de identificación), de dónde se deben tomar los recursos, el programa, centro de responsabilidad, subpartida, y fuente de financiamiento; información que debe ser coincidente con la establecida en la requisición, esto de conformidad con las normas de ejecución presupuestarias vigentes.

7. Parámetros de control de calidad:
Los parámetros de control de calidad son aquellos que ayudarán a asegurar que el servicio cumple con los requisitos establecidos en el pliego de condiciones y adjudicación. Implica una serie de pasos que van desde la verificación técnica de lo requerido, hasta el plazo de entrega a satisfacción, el cual debe ejecutarse en el momento acordado ya que, de no cumplirse, podría ocasionar una afectación al interés institucional, lo cual podría traducirse en daños irreparables según lo contratado.

Es importante que se lleven a cabo las acciones correctivas y preventivas para mejorar estos parámetros, para lo cual, una vez concluida la fase de recepción final, es necesario evaluar los resultados, así como el rendimiento del control de calidad a fin de tomarlo como oportunidad de mejora para otras compras institucionales.

Para lo cual debe considerar que, cuando se refiera al control de calidad este se debe entender como todas aquellas condiciones que se definieron previamente para lograr el fin público y asegurar el cumplimiento del servicio contratado.

En virtud de lo anterior, en adelante NO será de recibo la indicación expresa de que se aplicarán los controles de calidad correspondientes, sin que aunado a ello no se detallen cuáles van a ser esos controles, cuál es su objetivo, quién los va a aplicar y cuándo los van a aplicar.
En virtud de lo anterior, en este apartado la oficina usuaria deberá indicar cuáles son los procedimientos de control, que conforme lo que establece el artículo 15 del RLGCP aplicará para la recuperación de las piezas sustituidas y la exigencia de las facturas originales de los repuestos utilizados para realizar la reparación, elementos que se tornan indispensables para efectos de la aplicación de un proceso adecuado de ejecución contractual.

Es importante señalar, que los alcances de lo definido por la oficina usuaria para atender lo indicado en el párrafo anterior deben detallarse con mucha claridad en este apartado pues esta información debe incorporarse en el pliego de condiciones que respalda la contratación.
Adicionalmente deberá indicarse, el nombre completo, puesto que desempeña, correo electrónico y teléfono del personal técnico competente que realizará las verificaciones correspondientes.
Es importante resaltar que, los controles de calidad que se detallen en este apartado deben ser consecuentes con el objeto contractual y con las obligaciones definidas en el pliego de condiciones para el contratista en fase de ejecución contractual, además deberán de considerar como parte de los parámetros a controlar los riesgos asociados a la contratación e identificados en la fase de estudios previos, así como respetar las regulaciones de la Ley del Sistema Nacional de Calidad.
8. Persona funcionaria designada como administradora del contrato. (Recursos humanos y materiales que se disponen para verificar la correcta ejecución del objeto de la contratación):

En este apartado se deben detallar expresamente cuáles son los recursos materiales y humanos con que cuenta o contará la Administración para verificar la correcta ejecución del objeto de esta contratación, conforme a los controles de calidad definidos en dicho apartado.
En virtud de lo anterior, en adelante NO será de recibo la indicación expresa de que solamente se cuentan con los recursos materiales y humanos respectivos, sin que aunado a ello no se detallen cuáles son esos recursos, para lo cual en el caso del recurso humano técnico disponible para la emisión del criterio técnico de ofertas, así como la recepción del objeto contractual se deberá detallar el nombre completo, el número de teléfono, el correo electrónico y el puesto que ocupa, así como la oficina en la que labora en caso de que el apoyo sea externo a la oficina que está gestionando la contratación.

Además, se debe designar a un Encargado general del proceso de contratación y un Administrador de contrato para la fase de ejecución del contrato quien fungirá como tal desde la decisión inicial hasta el finiquito del contrato, por lo que se debe mencionar para ambos casos el nombre completo, el número de teléfono, el correo electrónico y el puesto que ocupa.
Todo lo anterior de conformidad con lo establecido en el inciso d), sub inciso iii) del artículo N°125 “Causales de sanción a funcionarios públicos y prescripción” de la Ley General de la Contratación Pública, que en lo que interesa señala lo siguiente: “No contar con el recurso humano para constatar la debida recepción del objeto”, por lo tanto, si la decisión inicial es omisa en cuanto a esta información será devuelta a la oficina para el aporte respectivo.
La persona funcionaria designada como “Encargada general” de la contratación deberá valorar el cumplimiento de los requisitos, dispondrá la confección de un  cronograma con las tareas, y el personal responsable de su ejecución, además, velará por el debido cumplimiento del  servicio e informará a la brevedad al contratista, cualquier ajuste en los tiempos del cronograma o incumplimiento trascendente de éste, a fin de que se adopten las medidas pertinentes, de lo cual deberá mantener informado al Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual del Departamento de Proveeduría.

Adicionalmente se deberá cumplir con lo definido en la circular 27-2022 “Aclaración sobre asignación de Administradores de Contrato en SICOP y atención de dudas y consultas” en cuanto a la designación del administrador de contrato en SICOP.

9. Cronograma con las tareas durante el desarrollo de la contratación y ejecución de esta, con las fechas de inicio y finalización y las unidades responsables de su ejecución:
Conforme lo establece la Ley General de Contratación Pública, la Administración deberá designar al responsable de verificar el cumplimiento de cada una de las etapas definidas en la decisión inicial para la obtención del suministro del servicio, aprobando o improbando la etapa, a fin de decidir continuar o no con la etapa siguiente. La aprobación deberá realizarse por escrito y con el detalle de cada una de las actividades realizadas y verificadas. Dichas aprobaciones deberán adjuntarse al oficio de decisión inicial como parte del respaldo de lo solicitado en este apartado, por tanto, no serán de recibo gestiones que omitan la inclusión de estas aprobaciones. 
Además, NO podrá iniciarse con el procedimiento de contratación, si no se cuenta con la aprobación del responsable designado para toda la etapa de planificación, donde se indique que esta fue realizada de forma completa y satisfactoria, en cuyo caso esta también debe aportarse como documento adjunto.
En virtud de lo anterior, y con el propósito de que en este apartado se adjunte un resumen de lo indicado anteriormente, se deberá llenar el siguiente cuadro que sintetiza las etapas del trámite que se consideran más importantes:
	Actividades
	Plazo de ejecución
	Responsable de parte de la oficina que gestiona la contratación

	Fase de Planificación:
	
	

	Motivación de la justificación de la necesidad. 
	
	

	Elaboración del estudio de mercado.
	
	

	Razonabilidad del precio.
	
	

	Estimación presupuestaria.
	
	

	Definición del objeto contractual y Presupuesto definitivo
	
	

	Remisión de la orden de inicio del procedimiento al Depto. de Proveeduría o Administración Regional.
	
	

	Fase del desarrollo del proceso de contratación
	
	

	Fase de ejecución contractual
	
	


El cronograma definitivo con las personas funcionarias responsables en la fase del desarrollo del proceso de contratación, conforme lo que establece el artículo N°37 de la Ley General de Contratación Pública será elaborado por la Proveeduría o la Administración Regional, partiendo de la información y responsables designados en este apartado por parte de la oficina que gestiona la contratación.
10. Riesgos identificados, debiendo procurarse que el riesgo en ningún caso supere el beneficio que se obtendrá con la contratación

En este apartado se deberá indicar claramente, el o los riesgos existentes de la contratación.

La definición de un mapa de riesgos como elemento de integridad, ofrece la posibilidad de identificar tanto las medidas preventivas, como las de contingencia en función de dicho riesgo, fijándose como objetivo, localizar, describir, categorizar y priorizar, en función de su gravedad y probabilidad, el conjunto de riesgos que se tendrá que administrar, tomando en consideración que el riesgo no podrá superar el beneficio que se obtendrá con la contratación.

Para lo anterior, la oficina requirente deberá realizar una valoración en la que identifique y analice los riesgos que implica la adquisición del servicio, tanto de fuentes internas como externas relevantes para la consecución del objetivo de la compra; con el fin de determinar mediante un plan cómo se administrarán y mitigarán dichos riesgos, mediante los siguientes pasos:

a) Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales, definidos tanto en los planes anuales operativos como en los planes de mediano y de largo plazo.

b) Analizar el efecto posible de los riesgos identificados, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos.

c) Adoptar las medidas necesarias para el funcionamiento adecuado de la contratación donde el riesgo no supere de ninguna forma, el beneficio que se obtendrá con la contratación.

d) Establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar.

Cabe señalar que estos riesgos deberán estar asociados a la definición de este mismo aspecto en el planteamiento de la cláusula penal y/o multas que se establezcan para la contratación, además deberán estar enlazados como ya se indicó con los parámetros de control de calidad que se hayan definido como una medida de contingencia para mitigar el riesgo identificado en la matriz que se haya desarrollado para estos efectos. 

La matriz de riesgos identificados, sus respectivos controles y demás aspectos relacionados, deben desarrollarse en este apartado, también pueden referenciarse como un documento adjunto a la Decisión Inicial en caso de que su análisis y planteamiento sea muy extenso.

11. Terceros interesados y/o afectados, así como las medidas de abordaje de estos sujetos cuando el proyecto lo amerite

En este punto la oficina usuaria deberá referirse a los terceros interesados y/o afectados que considere podrían tener alguna afectación (positiva o negativa), producto de la adquisición o servicios que se requiere contratar. 

Adicionalmente, se deben establecer medidas para el abordaje de estos sujetos, cuando así corresponda, lo cual servirá de mecanismo de control para que el órgano que emite el acto no incurra en un exceso de poder, abarcando con el mismo, aspectos ajenos a su competencia.

Para definir lo anterior, la oficina deberá considerar lo que se detalla a continuación: 

a.
Se deberá entender por interesados y/o afectados, aquellos quienes sean ajenos al procedimiento de contratación pero que pueden resultar amenazados en un derecho propio, durante el procedimiento de contratación o la ejecución de este.

b.
La identificación de interesados consiste en seleccionar a todas las personas o las entidades que tendrán un impacto como producto de la ejecución o del resultado del proceso de licitación que se lleva a cabo para adquirir el servicio que se trate. Esto conlleva a identificar a quienes serán beneficiados y quienes se verán perjudicados por los resultados obtenidos en la licitación. 

Asimismo, en cuanto a la definición de los interesados, se debe considerar que existen de tipo internos y externos, por lo tanto, en caso de que la oficina determine que en algún caso no aplica la identificación de interesados que se vean afectados, deberá aportar en la Decisión Inicial la justificación amplia y motivada de su exclusión en este punto, o en su defecto el estudio que realizó para determinarlos y de cuyo resultado concluyó que de los interesados identificados no existen afectados que se deban mencionar y que por tanto no hay medidas de abordaje adicionales que se tengan que incorporar en el desarrollo y planificación del procedimiento de contratación.

c.
Por otra parte, con el objetivo de facilitar este proceso de identificación para el desarrollo de este punto, es importante considerar, las siguientes preguntas generadoras: 

· 
¿Quiénes son los interesados y/o afectados relacionados con el proceso de contratación y su ejecución?

· 
¿Cuáles es su participación en el proceso de contratación y su ejecución?

· 
¿Qué oportunidades, desafíos o amenazas presentan?

· 
¿Qué estrategias o acciones se van a implementar para abordar a los interesados y/o afectados?

12.   Finiquito contractual

En los contratos de servicios o suministros de bienes a criterio facultativo de la Administración, podrán pactarse finiquitos contractuales, no obstante, aunque la oficina que gestiona la contratación podría incorporar y desarrollar en la Decisión Inicial el alcance de este apartado, por el momento y hasta tanto no se disponga de los lineamientos internos para aplicar esta figura NO se estará incorporando en los pliegos de condiciones esta posibilidad.

Por tanto, este apartado NO debe desarrollarse en la Decisión Inicial que se aporte cuando se gestiona un procedimiento de contratación.

13.   Responsabilidades
En el siguiente apartado para conocimiento de los involucrados en el desarrollo de los procedimientos de contratación, se realiza un detalle acerca de las responsabilidades de los diferentes entes involucrados en el proceso de licitación que se va a tramitar para la adquisición de bienes o servicios institucionales.

	RESPONSABILIDADES 

	Oficinas judiciales gestoras de los procesos de contratación.

	En la fase de estudios precios y previo a la recepción de ofertas:

Definir todos los requerimientos y especificaciones técnicas propias de la reparación que se pretende realizar incluye la definición y estudio del mercado, razonabilidad del precio, clausula penal y/o multa, entre otros. 
Atender las aclaraciones y/o consultas que se requieran por parte de la persona analista encargada del procedimiento de contratación durante el proceso de elaboración del pliego de condiciones y establecimiento definitivo de la Decisión Inicial que adopta el procedimiento.

Gestionar en forma conjunta y de forma oportuna conforme a los plazos definidos en la nueva normativa, con el Departamento de Proveeduría o Administración Regional y el Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica todo lo referente a los recursos de objeción, aclaraciones y/o modificaciones al pliego de condiciones que se presenten durante el proceso.

Participar en reuniones previas a la recepción de ofertas, cuando el Departamento de Proveeduría o la Administración Regional así lo requiera.

En la fase de revisión de ofertas y emisión de criterio técnico:

Evaluar, revisar y calificar la oferta presentada al concurso de conformidad con lo requerido en el pliego de condiciones. Solicitar una UNICA prevención ante el Departamento de Proveeduría o la Administración Regional cuando resulte procedente, donde se consoliden todos los aspectos subsanables producto del estudio de oferta realizado.

Desarrollar adecuada y oportunamente los criterios técnicos correspondientes.

Gestionar en forma conjunta y de forma oportuna conforme a los plazos definidos en la nueva normativa, con el Departamento de Proveeduría o la Administración Regional y el Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica todo lo referente a los recursos de revocatoria o apelación que interpongan los oferentes a los actos finales del proceso de contratación.

Informar al Departamento de Proveeduría o la Administración Regional la detección de incumplimientos de la persona oferente, así como del personal interno al régimen de prohibiciones, así como de los conflictos de interés que se puedan presentar en el desarrollo de cualquiera de las fases del proceso de contratación.

	Administrador del contrato

	En la fase de ejecución contractual:

Emitir la orden de inicio del procedimiento (en los casos que corresponda).

Velar por el correcto cumplimiento de cada una de las obligaciones pactadas en el pliego de condiciones, oferta, orden de pedido y/o contrato.

Ejecutar oportunamente los procedimientos de control de calidad definidos en la Decisión Inicial.

Supervisar el proceso de ejecución del contrato, en los casos que corresponda.

Incorporar al sistema toda la información que se genere para mantener actualizado el expediente de la contratación.

Otorgar el recibido a satisfacción provisional y/o definitivo según corresponda, del servicio. Tramitar ante el Departamento Financiero Contable el pago de la factura de compra. En los casos que corresponda, acordar la suscripción del finiquito.

	Departamento de Proveeduría y Administraciones Regionales

	Es competencia del Departamento de Proveeduría y de la Administración Regional en los casos que corresponda conducir los trámites del procedimiento de Contratación Administrativa, así como:

En la fase previa a la contratación:

Verificar que tanto la requisición como la decisión inicial del trámite de compra contemplen la información requerida según la normativa y las directrices internas giradas al respecto.

Brindar asesoría a las oficinas judiciales sobre los términos de referencia que van a ser incorporados en el pliego de condiciones de la contratación.

Elaborar los diferentes pliegos de condiciones y suscribir en conjunto con el jerarca correspondiente, en los casos en los que aplique las decisiones iniciales para la compra de los servicios de conformidad con el procedimiento de contratación que debe llevarse a cabo.

Gestionar con las diferentes oficinas judiciales y el Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica, todo lo relativo a los recursos de objeción, aclaraciones y/o modificaciones al pliego de condiciones.

En la fase de contratación:

Gestionar la invitación mediante el Sistema Digital Unificado para los diferentes concursos.

Realizar la apertura de ofertas, analizar el cumplimiento de las condiciones generales y solicitar el criterio técnico y legal (cuando corresponda).

Aplicar toda la normativa vigente para el adecuado abordaje del análisis de la oferta durante el proceso de contratación y el respectivo trámite de la recomendación de adjudicación.

Cursar la prevención en los casos que corresponda y una vez que se cuente con el informe final del criterio técnico y legal (en los casos que correspondan), proceder con el dictado del acto final, o bien la declaratoria de infructuosa o desierta.

Gestionar con las diferentes oficinas judiciales y el Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica, todo lo referente a los recursos de apelación o revocatoria al acto final.

Elaborar y notificar la orden de pedido o contrato.

En la fase de ejecución:

Emitir la orden de inicio del procedimiento (en los casos que corresponda).

Fiscalizar las contrataciones realizadas hasta recibir los servicios a entera satisfacción del Administrador del contrato, con el fin de proceder con el reajuste o revisión de precios, así como con el cobro de cláusulas penales o multas cuando corresponda.


Es importante señalar, que este apartado NO se debe incorporar al oficio de Decisión inicial que se debe remitir para iniciar el proceso de contratación, pues como se indicó al inicio de este es únicamente para conocimiento de la oficina responsable de gestionar la compra.

Adicionalmente, se aclara que en esta Decisión inicial no se incorporan los siguientes apartados:

-Requisitos de Admisibilidad.

-Evaluación.

-Aumento de cantidades.

-Criterios Sustentables.

-Criterios para incentivar la participación de las PYMES.

Lo anterior en virtud de que, al identificarse este proceso como una excepción estos apartados pierden sentido ya que de previo la oficina usuaria responsable de la contratación debe haber verificado el cumplimiento absoluto del oferente escogido y por tanto no es necesario establecer requisitos de este tipo en el pliego de condiciones para realizar valoraciones posteriores.
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